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Ciudad de México, a 28 de octubre de 2021. 
 
Dip. Héctor Díaz Polanco  
Presidente de la Mesa Directiva del  
Congreso de la Ciudad de México,  
II Legislatura 
P r e s e n t e 
 
 
La que suscribe, Diputada Yuriri Ayala Zúñiga, integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido MORENA en la II Legislatura del Congreso de la Ciudad de México, con 
fundamento en el artículo 30, numeral 1, inciso b), de la Constitución Política de la 
Ciudad de México; 4, fracción XXI, y 12, fracción II, de la Ley Orgánica del Congreso 
de la Ciudad de México; 95, fracción II, y 96 del Reglamento del Congreso de la 
Ciudad de México, someto a consideración de esta soberanía la iniciativa con 
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 256 y se deroga el artículo 
258 del Código Penal para el Distrito Federal, de conformidad con la siguiente: 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 

I. Planteamiento del problema que la iniciativa pretenda resolver y la 
solución que se propone. 

 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación, invalidó los párrafos segundo, tercero y 
cuarto del artículo 256 del Código Penal para la Ciudad de México, que sanciona 
las conductas ilícitas de los servidores públicos, al violar el principio de taxatividad 
y exacta aplicación de la ley penal. 
 
El artículo en cuestión forma parte del capítulo de delitos relacionados con hechos 
de corrupción contra el servicio público cometidos por servidores públicos y su 
invalidez derivó concretamente de que su contenido generaba incertidumbre al no 
señalar con claridad los delitos a los que resultarían aplicables las penas adicionales 
de destitución e inhabilitación ahí establecidas. 
 
Así las cosas, el precepto normativo que nos ocupa genera incertidumbre jurídica, 
ya que se desconocen las sanciones a las que se alude, al no contar con el referente 
concreto al que se remite, lo que genera una violación a los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Federal, que consagran los derechos a la seguridad jurídica y a la 
legalidad. 
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Asimismo, no se precisa cuáles son las sanciones a las que se pretenden añadir; lo 
que se traduce en una redacción vaga e imprecisa cuyo efecto es dotar de 
incertidumbre jurídica a la norma. 
 
En este orden de ideas, la descripción típica no debe ser vaga, imprecisa abierta o 
amplia al grado de permitir diversas interpretaciones, ya que en materia penal es de 
estricta aplicación. 
 
La Asamblea Legislativa del otrora Distrito Federal, llevó a cabo una modificación 
de la norma, que genera una incongruencia jurídica, ya que en el primer párrafo del 
artículo impugnado se establece la definición de servidor público para los efectos 
de la norma panal; y, el segundo párrafo inicia con una referencia a sanciones que 
no existen en el párrafo anterior, lo que provoca una falta de seguridad jurídica y 
taxatividad penal. 
 
Toda vez que de la literalidad del párrafo segundo, se desprende que en él se 
establece la imposición de las penas de destitución e inhabilitación para 
desempeñar empleo, cargo o comisión públicos y cargo de elección popular de 
manera adicional a otras sanciones, sin especificar a cuales otras sanciones se 
refiere la norma, en razón de que solamente señala “a dichas sanciones”: En esta 
tesitura, el párrafo segundo no guarda congruencia con el párrafo primero, ya que 
en este no se alude a ningún tipo de sanción que dé pauta a lo que establece el 
párrafo subsecuente.  
 
De lo anterior se aduce que si bien el párrafo segundo del artículo 256 del Código 
Penal de la Ciudad de México, no remite a un párrafo anterior, si tiene como 
consecuencia una inseguridad jurídica que no constituye un tema de técnica 
legislativa, sino de taxatividad en materia penal y por tanto, vulnera el derecho 
humano a la seguridad jurídica 
 
 

II. Objetivo de la propuesta y motivaciones y argumentos que la 
sustentan. 

 
Los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, así como el 9° de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, reconocen el derecho a la seguridad jurídica 
y a la legalidad en materia penal, en su vertiente de taxatividad. Preceptos que se 
constituyen como una garantía para las personas, misma que se hace extensiva a 
la redacción de leyes claras y suficientemente determinadas; pues el mandato de 
taxatividad supone la exigencia de que el grado de determinación de la conducta 
típica sea tal, que lo que es objeto de prohibición pueda ser conocido por el 
destinatario de la norma. 
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Ahora bien, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en relación al principio 
de taxatividad, se ha pronunciado al resolver el Caso de Fermín Ramírez vs 
Guatemala, por sentencia de veinte de junio de dos mil cinco y el Caso Castillo 
Petruzzi y otros vs Perú, por sentencia de treinta de mayo de mil novecientos 
noventa y nueve, respectivamente, como sigue: “El principio de legalidad constituye 
uno de los elementos centrales de la persecución penal en una sociedad 
democrática. Al establecer que ‘nadie puede ser condenado por acciones u 
omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho 
aplicable’, el artículo 9 de la Convención obliga a los Estados a definir esas 
‘acciones u omisiones’ delictivas en la forma más clara y precisa que sea posible. 
Al respecto, la Corte ha establecido: [...] Con respecto al principio de legalidad en el 
ámbito penal, [...] la elaboración de los tipos penales supone una clara definición de 
la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita deslindarla de 
comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no 
penales. En un Estado de Derecho, los principios de legalidad e irretroactividad 
presiden la actuación de todos los órganos del Estado, en sus respectivas 
competencias, particularmente cuando viene al caso el ejercicio de su poder 
punitivo. 
 
En un sistema democrático es preciso extremar las precauciones para que las 
sanciones penales se adopten con estricto respeto a los derechos básicos de las 
personas y previa una cuidadosa verificación de la efectiva existencia de la conducta 
ilícita. En este sentido, corresponde al juez penal, en el momento de la aplicación 
de la ley penal, atenerse estrictamente a lo dispuesto por ésta y observar la mayor 
rigurosidad en el adecuamiento de la conducta de la persona incriminada al tipo 
penal, de forma tal que no incurra en la penalización de actos no punibles en el 
ordenamiento jurídico.”  
 
“La Corte entiende que en la elaboración de los tipos penales es preciso utilizar 
términos estrictos y unívocos, que acoten claramente las conductas punibles, dando 
pleno sentido al principio de legalidad penal. Este implica una clara definición de la 
conducta incriminada, que fije sus elementos y permita deslindarla de 
comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no 
penales. La ambigüedad en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre 
el campo al arbitrio de la autoridad, particularmente indeseable cuando se trata de 
establecer la responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que 
afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad. Normas 
como las aplicadas en el caso que nos ocupa, que no delimitan estrictamente las 
conductas delictuosas, son violatorias del principio de legalidad establecido en el 
artículo 9 de la Convención Americana.” 
 
En este mismo sentido la Primera Sala ha redefinido la taxatividad en el siguiente 
criterio jurisprudencial:  
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“PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN SU VERTIENTE DE 
TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE 
DESENVUELVEN LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS 
POSIBLES DESTINATARIOS. 
 
 
El artículo 14, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
consagra el derecho fundamental de exacta aplicación de la ley en materia 
penal al establecer que en los juicios del orden criminal queda prohibido 
imponer, por simple analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que 
no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 
Este derecho fundamental no se limita a ordenar a la autoridad jurisdiccional 
que se abstenga de interpretar por simple analogía o mayoría de razón, sino 
que es extensivo al creador de la norma. En ese orden, al legislador le es 
exigible la emisión de normas claras, precisas y exactas respecto de la 
conducta reprochable, así como de la consecuencia jurídica por la comisión 
de un ilícito; esta descripción no es otra cosa que el tipo penal, el cual debe 
estar claramente formulado. Para determinar la tipicidad de una conducta, el 
intérprete debe tener en cuenta, como derivación del principio de legalidad, 
al de taxatividad o exigencia de un contenido concreto y unívoco en la labor 
de tipificación de la ley. Es decir, la descripción típica no debe ser de tal 
manera vaga, imprecisa, abierta o amplia, al grado de permitir la arbitrariedad 
en su aplicación. Así, el mandato de taxatividad supone la exigencia de que 
el grado de determinación de la conducta típica sea tal, que lo que es objeto 
de prohibición pueda ser conocido por el destinatario de la norma. Sin 
embargo, lo anterior no implica que, para salvaguardar el principio de exacta 
aplicación de la pena, el legislador deba definir cada vocablo o locución 
utilizada al redactar algún tipo penal, toda vez que ello tornaría imposible la 
función legislativa. Asimismo, a juicio de esta Primera Sala, es necesario 
señalar que en la aplicación del principio de taxatividad es imprescindible 
atender al contexto en el cual se desenvuelven las normas, así como sus 
posibles destinatarios. Es decir, la legislación debe ser precisa para quienes 
potencialmente pueden verse sujetos a ella. En este sentido, es posible que 
los tipos penales contengan conceptos jurídicos indeterminados, términos 
técnicos o vocablos propios de un sector o profesión, siempre y cuando los 
destinatarios de la norma tengan un conocimiento específico de las pautas 
de conducta que, por estimarse ilegítimas, se hallan prohibidas por el 
ordenamiento. El principio de taxatividad no exige que en una sociedad 
compleja, plural y altamente especializada como la de hoy en día, los tipos 
penales se configuren de tal manera que todos los gobernados tengan una 
comprensión absoluta de los mismos, específicamente tratándose de 
aquellos respecto de los cuales no pueden ser sujetos activos, ya que están 
dirigidos a cierto sector cuyas pautas de conducta son muy específicas, como 
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ocurre con los tipos penales dirigidos a los miembros de las Fuerzas 
Armadas”. 

 
Así las cosas, de acuerdo con la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, el derecho a la exacta aplicación de la ley en materia penal no se 
circunscribe a los meros actos de aplicación, sino que abarca también a la propia 
ley que se aplica, la que debe quedar redactada de tal forma que los términos 
mediante los cuales especifiquen los elementos respectivos sean claros, precisos y 
exactos.  
 
Ahora bien, el acto legislativo es un proceso complejo mediante el que los deseos 
de la población son expresados en las disposiciones normativas que serán dirigidas 
a sus destinatarios con el fin de guiar su conducta de acuerdo con esos intereses, 
lo cual se logra con la obediencia de la norma. En el caso de las normas de carácter 
obligatorio, el orden jurídico previene una consecuencia adicional: una sanción para 
el destinatario que no cumpla con ese deseo. En materia penal, existe una exigencia 
de racionalidad lingüística que es conocida precisamente como principio de 
taxatividad. Este principio constituye un importante límite al legislador penal en un 
Estado democrático de Derecho en el que subyacen dos valores fundamentales: la 
certeza jurídica y la imparcialidad en la aplicación del Derecho.1 Se traduce en un 
auténtico deber constitucional del legislador según el cual está obligado a formular 
en términos precisos los supuestos de hecho de las normas penales2. 
 
En otros términos, el principio de taxatividad puede definirse como la exigencia de 
que los textos en los que se recogen las normas sancionadoras describan con 
suficiente precisión qué conductas están prohibidas y qué sanciones se impondrán 
a quienes incurran en ellas 
 
Es claro que, en el derecho humano de exacta aplicación de la ley en materia penal, 
se puede advertir una vertiente consistente en un mandato de “taxatividad”; los 
textos que contengan normas sancionadoras deben describir claramente las 
conductas que están regulando y las sanciones penales que se puedan aplicar a 
quienes las realicen.  
 
La garantía de exacta aplicación de la ley penal emana del principio de legalidad, 
que conmina a que la ley penal sea previa, cierta, estricta y concreta para el hecho 
que se trate, con el objeto de dar seguridad jurídica a los gobernados y evitar 
arbitrariedades gubernamentales.  

                                                
1 Ferreres Comella, Víctor, El principio de taxatividad en materia penal y el valor normativo 
de la jurisprudencia, Civitas, Madrid, 2002, p. 21. 
2 Moreso, José Juan, “Principio de legalidad y causas de justificación (Sobre el alcance de la 
taxatividad)”, Doxa. Cuadernos de filosofía del Derecho, número 24, Universidad de 
Alicante, 2001, p. 527. 
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Asimismo, se ha considerado que la garantía de exacta aplicación, no se limita a 
ordenar a la autoridad jurisdiccional que se abstenga de interpretar por simple 
analogía o mayoría de razón, sino que es extensiva al creador de la norma. En ese 
sentido, al legislador le es exigible la emisión de normas claras, precisas y exactas 
respecto de la conducta reprochable y de la consecuencia jurídica por la comisión 
de un ilícito; esta descripción no es otra cosa que el tipo penal, el cual debe estar 
claramente formulado 
 
De lo anterior deriva el principio de taxatividad, que en esencia exige un contenido 
concreto y unívoco en la labor de tipificación de la ley. En la dogmática jurídico 
penal, este principio es de mayor importancia, debido a la relevancia que en este 
ámbito se le asigna al elemento del delito llamado tipicidad, entendido como la 
constatación plena del encuadramiento exacto entre los componentes de una 
hipótesis delictiva descrita en la ley -el tipo- y un hecho concreto acontecido y 
probado en el mundo fáctico.  
 
Así, el mandato de taxatividad supone la exigencia de que el grado de determinación 
de la conducta típica sea tal, que la conducta objeto de prohibición pueda ser 
conocida por el destinatario de la norma, es decir, que los tipos penales describan 
claramente las conductas que están regulando y las sanciones penales que se 
pueden aplicar a quienes las realicen. 
 
En consecuencia, la formulación de taxatividad supone la exigencia de que el grado 
de determinación de la conducta típica sea tal, que lo que es objeto de prohibición 
pueda ser conocido sin problemas por el destinatario de la norma. De manera que 
esta exigencia no se circunscribe a los meros actos de aplicación de encuadrar la 
conducta en la descripción típica, sino que abarca también a la propia ley que se 
aplica, la que debe quedar redactada de forma tal, que los términos mediante los 
cuales especifiquen los elementos respectivos sean claros y exactos.  
 
Lo anterior, implica que al prever las penas la autoridad legislativa no puede 
sustraerse del deber de describir las conductas que señalen como merecedoras de 
sanción penal, incluyendo todos sus elementos, características, condiciones, 
términos y plazos, pues ello es necesario para evitar confusiones en su aplicación, 
o demérito en la defensa del procesado. Por tanto, la ley que carezca de tales 
requisitos de certeza resultará violatoria de la garantía indicada. 
 
Del análisis del artículo 256 del Código Penal para la Ciudad de México, se advierte 
que, además de modificar lo relativo a quiénes serían considerados servidores 
públicos para los efectos del Código Penal del Distrito Federal, se agregaron 
párrafos en los que se adicionan penas para los delitos cometidos por éstos. 
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No obstante, convine destacar que el artículo 258 del Código Penal para el Distrito 
Federal ya contemplaba penas adicionales a las previstas para cada tipo penal, 
respecto de conductas cometida por servidores públicos de la Ciudad de México, 
pues el artículo 258 del Código Penal de la capital, a la letra dice: 
 

“Artículo 258. Además de las penas previstas en los Títulos Decimoctavo y 
Vigésimo, se impondrán: 
 
I. Destitución del empleo, cargo o comisión en el servicio público; 
II. Inhabilitación de tres a diez años para obtener y desempeñar un 
empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el servicio 
público; y 
III. Decomiso de los productos del delito.” 

 
Por ello, se genera incertidumbre respecto de su aplicación, pues como se ha 
señalado, si bien el legislador adicionó el artículo 256 con el objeto de señalar penas 
adicionales para los servidores públicos, lo cierto es que omitió hacer congruente 
tales penas con el sistema normativo al que pertenece, toda vez no modificó el 
artículo 258 del propio Código, el cual con anterioridad ya contemplaba penas 
adicionales a las previstas para cada tipo penal de ese Título y del Vigésimo, que 
penalizaban conductas cometida por servidores públicos de la Ciudad de México, el 
cual establece como penas adicionales la destitución del empleo, cargo o comisión 
en el servicio público; la inhabilitación de tres a diez años para obtener y 
desempeñar un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el servicio 
público; y el decomiso de los productos del delito. Siendo que el artículo 256 prevé 
penas más agravadas y distintas, estableciéndose los criterios para su 
determinación. Por último, no se precisa la parte del decomiso como pena. 
 
 

III. Fundamento legal y sobre su constitucionalidad y convencionalidad. 
 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

“Artículo 14.- A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 
alguna. Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales 
del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al 
hecho.  
 
En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada 
por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.  
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En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la 
letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los 
principios generales del derecho”. 

 
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los 
juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca 
como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en 
cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo 
previsto en este párrafo...” 

 
Convención Americana sobre Derechos Humanos  
 
El artículo 9 de la citada Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
establece el principio de legalidad, en los términos siguientes:  
 
“Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede 
imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 
Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena 
más leve, el delincuente se beneficiará de ello.” 
 
Constitución Política de la Ciudad de México. 
 

“Artículo 45  
Sistema de justicia penal  
 
A. Principios  
 
1. En la Ciudad de México el proceso penal será acusatorio, adversarial y 
oral, y se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, 
continuidad, de igualdad ante la ley, de igualdad entre las partes, de derecho 
a un juicio previo y debido proceso, presunción de inocencia, prohibición de 
doble enjuiciamiento e inmediación. Para las garantías y principios del debido 
proceso penal se estará a lo dispuesto en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los instrumentos internacionales en la materia, 
esta Constitución y las leyes generales y locales...” 

 
 

IV. Ordenamiento a modificar 
 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la consideración de este H. 
Congreso de la Ciudad de México la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por 
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el que se reforma el artículo 256 y se deroga el artículo 258 del Código Penal para 
el Distrito Federal: 
 
Texto vigente Propuesta de reforma 
Artículo 256. Para los efectos de este 
Código, es servidor público de la 
Ciudad de México toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o 
comisión de cualquier naturaleza en la 
Administración Pública de la Ciudad de 
México, en el Poder Legislativo local, 
en los órganos que ejercen la función 
judicial del fuero común en la Ciudad de 
México y en los órganos 
constitucionales autónomos.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
De manera adicional a dichas 
sanciones, se impondrá a los 
responsables de su comisión, la pena 
de destitución y la inhabilitación para 
desempeñar empleo, cargo o comisión 
públicos y cargo de elección popular, 
así como para participar en 
adquisiciones, arrendamientos, 
servicios u obras públicas, concesiones 

Artículo 256. Para los efectos de este 
Código, es servidor público de la 
Ciudad de México toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o 
comisión de cualquier naturaleza en la 
Administración Pública de la Ciudad de 
México, en el Poder Legislativo local, 
en los órganos que ejercen la función 
judicial del fuero común en la Ciudad de 
México y en los órganos 
constitucionales autónomos.  
 
Las disposiciones contenidas en el 
presente Título, son aplicables a la 
persona titular de la Jefatura de 
Gobierno de la Ciudad de México, a 
las personas Diputadas del 
Congreso de la Ciudad de México y a 
los Magistrados de los Tribunales de 
Justicia, por la comisión de los 
delitos previstos en el mismo.  
 
Se impondrán las mismas sanciones 
previstas para el delito de que se 
trate a cualquier persona que 
participe en la perpetración de 
alguno de los delitos previstos en el 
presente Título y los Títulos décimo 
noveno y vigésimo del presente 
Código. 
 
De manera adicional a dichas 
sanciones, se impondrá a los 
responsables de su comisión, la pena 
de destitución y la inhabilitación para 
desempeñar empleo, cargo o comisión 
públicos y cargo de elección popular, 
para participar en adquisiciones, 
arrendamientos, servicios u obras 
públicas, concesiones de prestación de 
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de prestación de servicio público o de 
explotación, aprovechamiento y uso de 
bienes de dominio de la Ciudad de 
México por un plazo de uno a veinte 
años, atendiendo a los siguientes 
criterios:  
 
 
I.- Será por un plazo de uno hasta diez 
años cuando no exista daño o perjuicio 
o cuando el monto de la afectación o 
beneficio obtenido por la comisión del 
delito no exceda de doscientas veces el 
valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización vigente, y  
 
II.- Será por un plazo de diez a veinte 
años si dicho monto excede el límite 
señalado en la fracción anterior.  
 
Para efectos de lo anterior, se deberá 
considerar, en caso de que el 
responsable tenga el carácter de 
servidor público, además de lo previsto 
en el artículo 257 de este Código, los 
elementos del empleo, cargo o 
comisión que desempeñaba cuando 
incurrió en el delito.  
 
Cuando el responsable tenga el 
carácter de particular, el juez dará vista 
a la Secretaria de la Contraloría 
General de la Ciudad y a la Secretaría 
de la Función Pública Federal, con el fin 
de hacer de su conocimiento que el 
particular ha sido inhabilitado para 
desempeñar un cargo público o puesto 
de elección popular, así como para 
participar en adquisiciones, 
arrendamientos, concesiones, servicios 
u obras públicas, considerando, en su 
caso, lo siguiente:  
 
 

servicio público o de explotación, 
aprovechamiento y uso de bienes de 
dominio de la Ciudad de México por un 
plazo de uno a veinte años, así como 
el decomiso del total de los 
productos del delito, atendiendo a los 
siguientes criterios:  
 
I.- Será por un plazo de uno hasta diez 
años cuando no exista daño o perjuicio 
o cuando el monto de la afectación o 
beneficio obtenido por la comisión del 
delito no exceda de doscientas veces el 
valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización vigente, y  
 
II.- Será por un plazo de diez a veinte 
años si dicho monto excede el límite 
señalado en la fracción anterior.  
 
Para efectos de lo anterior, se deberá 
considerar, en caso de que el 
responsable tenga el carácter de 
servidor público, además de lo previsto 
en el artículo 257 de este Código, los 
elementos del empleo, cargo o 
comisión que desempeñaba cuando 
incurrió en el delito.  
 
Cuando el responsable tenga el 
carácter de particular, la persona 
juzgadora deberá imponer la sanción 
de inhabilitación y dará vista a la 
Secretaria de la Contraloría General de 
la Ciudad y a la Secretaría de la 
Función Pública Federal, con el fin de 
hacer de su conocimiento que el 
particular ha sido inhabilitado para 
desempeñar un cargo público o puesto 
de elección popular, así como para 
participar en adquisiciones, 
arrendamientos, concesiones, servicios 
u obras públicas, considerando, en su 
caso, lo siguiente:  
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I.- Los daños y perjuicios patrimoniales 
causados por los actos u omisiones;  
II.- Las circunstancias 
socioeconómicas del responsable;  
III.- Las condiciones exteriores y los 
medios de ejecución, y  
IV.- El monto del beneficio que haya 
obtenido el responsable. Sin perjuicio 
de lo anterior, la categoría de 
funcionario o empleado de confianza 
será una circunstancia que podrá dar 
lugar a una agravación de la pena.  
 
Cuando los delitos a que se refieren los 
artículos 259, 267, 271, 272, 273 y 275, 
del presente Código sean cometidos 
por servidores públicos electos 
popularmente o cuyo nombramiento 
este sujeto a ratificación del Poder 
Legislativo local, las penas previstas 
serán aumentadas hasta en un tercio. 
 

 
I.- Los daños y perjuicios patrimoniales 
causados por los actos u omisiones;  
II.- Las circunstancias 
socioeconómicas del responsable;  
III.- Las condiciones exteriores y los 
medios de ejecución, y  
IV.- El monto del beneficio que haya 
obtenido el responsable. Sin perjuicio 
de lo anterior, la categoría de 
funcionario o empleado de confianza 
será una circunstancia que agravará la 
pena en una tercera parte. 
 
Asimismo, cuando los delitos a que se 
refieren los artículos 259, 267, 271, 
272, 273 y 275, del presente Código 
sean cometidos por servidores públicos 
electos popularmente o cuyo 
nombramiento este sujeto a ratificación 
del Poder Legislativo local, las penas 
previstas serán aumentadas hasta en 
un tercio. 
 

Artículo 258. Además de las penas 
previstas en los Títulos Decimoctavo y 
Vigésimo, se impondrán: I. Destitución 
del empleo, cargo o comisión en el 
servicio público; II. Inhabilitación de tres 
a diez años para obtener y desempeñar 
un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza en el servicio 
público; y III. Decomiso de los 
productos del delito.  
 

Artículo 258. Se deroga. 

 
 

V. Denominación del proyecto de ley o decreto y texto de la propuesta 
 
Por las consideraciones expuestas, se somete al pleno de este honorable Congreso 
de la Ciudad de México, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
modifica el artículo 196 del Código Civil para el Distrito Federal, para quedar como 
sigue: 
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DECRETO 
 
Artículo 256. Para los efectos de este Código, es servidor público de la Ciudad de 
México toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en la Administración Pública de la Ciudad de México, en el Poder 
Legislativo local, en los órganos que ejercen la función judicial del fuero común en 
la Ciudad de México y en los órganos constitucionales autónomos.  
 
Las disposiciones contenidas en el presente Título, son aplicables a la 
persona titular de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a las 
personas Diputadas del Congreso de la Ciudad de México y a los Magistrados 
de los Tribunales de Justicia, por la comisión de los delitos previstos en el 
mismo.  
 
Se impondrán las mismas sanciones previstas para el delito de que se trate a 
cualquier persona que participe en la perpetración de alguno de los delitos 
previstos en el presente Título y los Títulos décimo noveno y vigésimo del 
presente Código. 
 
De manera adicional a dichas sanciones, se impondrá a los responsables de su 
comisión, la pena de destitución y la inhabilitación para desempeñar empleo, cargo 
o comisión públicos y cargo de elección popular, para participar en adquisiciones, 
arrendamientos, servicios u obras públicas, concesiones de prestación de servicio 
público o de explotación, aprovechamiento y uso de bienes de dominio de la Ciudad 
de México por un plazo de uno a veinte años, así como el decomiso del total de 
los productos del delito, atendiendo a los siguientes criterios:  
 
I.- Será por un plazo de uno hasta diez años cuando no exista daño o perjuicio o 
cuando el monto de la afectación o beneficio obtenido por la comisión del delito no 
exceda de doscientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización 
vigente, y  
 
II.- Será por un plazo de diez a veinte años si dicho monto excede el límite señalado 
en la fracción anterior.  
 
Para efectos de lo anterior, se deberá considerar, en caso de que el responsable 
tenga el carácter de servidor público, además de lo previsto en el artículo 257 de 
este Código, los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba cuando 
incurrió en el delito.  
 
Cuando el responsable tenga el carácter de particular, la persona juzgadora 
deberá imponer la sanción de inhabilitación y dará vista a la Secretaria de la 
Contraloría General de la Ciudad y a la Secretaría de la Función Pública Federal, 
con el fin de hacer de su conocimiento que el particular ha sido inhabilitado para 
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